	 

	En Mendoza, a los siete días del mes de abril de dos mil once reunidos en la Sala de Acuerdos, los Sres. Jueces de esta Excma. Tercera Cámara de Apelaciones en lo Civil, Comercial, Minas de Paz y Tributario, trajeron a deliberar para resolver en definitiva los autos Nº 146.310 (31898) "A. J. M. c/ Dirección General de Escuelas de la Provincia de Mendoza y ots p/ daños y perjuicios" originarios del Noveno Juzgado en lo Civil, Comercial y Minas de la Primera Circunscripción Judicial, venidos a esta instancia en virtud del recurso de apelación interpuesto a fs. 132 por Fiscalía de Estado y a fs.138 por la Dirección General de Escuelas contra la sentencia de fs.127/130. 

Llegados los autos al Tribunal se ordenó expresar agravios a los apelantes, lo que se llevó a cabo a fs.144/155 por la demandada. 

Corrido traslado del recurso interpuesto a la actora apelada, contesta a fs.148 

A fs. 152 desiste del recurso interpuesto Fiscalía de Estado y a fs. 156 toma intervención en la Alzada la Sra. Asesora de Menores, quedando los autos en estado de resolver, previo llamamiento de autos para sentencia e integración del Tribunal. 

Practicado el sorteo de ley quedó establecido el siguiente orden de estudio: Dres Mastrascusa, Staib y Colotto. 

En cumplimiento de lo dispuesto por los arts. 160 de la Constitución Provincial y 141 del CPC, se plantearon las siguientes cuestiones a resolver: 

PRIMERA CUESTIÓN: 

¿Es justa la sentencia apelada? 

SEGUNDA CUESTIÓN: 

Costas. 

A LA PRIMERA CUESTIÓN LA DRA MASTRASCUSA DIJO: 

I. Contra la sentencia de fs. 127/130 que acoge parcialmente la demanda condenando a la Dirección General de Escuelas al pago de la suma de $19.000 con más sus accesorios a la parte actora, deduce recurso de apelación la demandada solicitando se revoque la misma o en subsidio se reduzca la indemnización otorgada. 

Al fundar su recurso sostiene que el Sr.Juez a quo no ha realizado un análisis integral de toda la prueba producida en la causa lo que lo ha llevado a erróneas conclusiones sobre la conducta asumida en la ocasión por el menor A. y sobre el monto indemnizatorio de la incapacidad sobreviniente y el daño moral. 

En cuanto a la conducta del menor actor sostiene que se produjo un accidente con otro alumno pues el menor J. A. chocó con otro niño cayendo al piso y golpeándose, accidente que considera ajeno al cuidado y control que ejercen los docentes que tiene límites humanos y no puede llegar a lo imprevisible. Señala que el accidente no ocurrió en prácticas de deportes o juegos estimulados por los docentes sino en un recreo. 

Dice que si no existiera diligencia por parte del establecimiento escolar en el cuidado de los menores los Tribunales se verían abarrotados de demandas por daños y perjuicios. 

Cita jurisprudencia. 

Expresa que lo que verdaderamente ocurrió es que dos alumnos asumieron conductas inadecuadas al lugar donde se encontraban y terminaron lesionándose. Afirma que los docentes no pueden ser tan cáusticos en lo que respecta a la disciplina de sus alumnos pues ello terminaría por perjudicar el proceso de aprendizaje. Cita doctrina y jurisprudencia. 

En punto a las indemnizaciones dice que no se requiere que el daño moral guarde relación con el daño material genéricamente hablando pero que sí es necesario que no produzca un enriquecimiento sin causa del afectado y su familia. 

En relación a los montos fijados dice que los supuestos padecimientos espirituales prácticamente son inexistentes y que lo mismo sucede con los padecimientos físicos por lo que no pueden generarle inconvenientes individuales, grupales o sociales de ninguna naturaleza por lo que podrá en el futuro seguramente desarrollar una vida plena con absoluta normalidad como ya ocurre en la actualidad.Agrega que en todo caso estarían suficientemente cubiertos los probables padecimientos espirituales del menor con elementos tales como una bicicleta, o un juego electrónico , una computadora, todos elementos cuyo costo es netamente inferior al fijado por el juez a quo en carácter de indemnización. 

Cita jurisprudencia. 

A fs. 148 la parte actora contesta el recurso solicitando su rechazo por las razones que doy por reproducidas en mérito a la brevedad. 

II. Ante todo parece necesario aclarar que el escrito de expresión de agravios no reúne en absoluto los requisitos del art. 137 del C.P.C. pues si bien se dice que el Sr. Juez a quo ha realizado una apreciación parcializada de la prueba producida en la causa, sin valorarla de una manera integral, no se puntualiza en ningún caso, como esta prueba pudiera haber servido a los fines de la ausencia de responsabilidad del establecimiento escolar o de la inexistencia de los daños acogidos, ni mucho menos sobre la incorrección de los montos otorgados. 

Este Tribunal en reiterados pronunciamientos ha sentado que es obligación del recurrente al fundar su recurso, puntualizar en forma clara y correcta los errores en la apreciación de las pruebas o aplicación del derecho en que haya incurrido el juzgador. Disentir con el criterio judicial sin fundar la oposición o sin dar bases jurídicas a un distinto punto de vista no es exponer agravios no basta con ello ni tampoco con manifestar disconformidad con la decisión, al considerarla equivocada o injusta sin dar ninguna pauta distinta a la evaluada por el sentenciante al llegar a su conclusión.( LS064 Fs.155). 

Además se ha señalado también en múltiples oportunidades que "La ley ritual exige, con la finalidad de mantener el debate en un plano intelectual jurídico antes que verbal, que la crítica dirigida a la sentencia sea concreta, lo que significa que la parte recurrente debe seleccionar del discurso del magistrado aquel argumento que constituya estrictamente la idea dirimente y que forme la base lógica de la decisión. Efectuada esta labor de comprensión, incumbe luego a la parte la tarea de señalar cuál punto del desarrollo argumental de la misma ha incurrido en una errata en sus referencias fácticas o en su interpretación jurídica, que llevará al desacierto ulterior concretado en el veredicto." (LS068 - Fs.365). 

La ausencia de crítica razonada sobre los fundamentos del fallo en lo que hace a la responsabilidad de la demanda es palmaria pues la recurrente se limita a insistir en la existencia de vigilancia adecuada de parte de los docentes, en que el hecho no ocurrió en juegos o deportes organizados por aquellos sino durante el recreo y que por lo tanto constituyó un accidente imprevisible, sin hacerse cargo de ninguno de los argumentos referidos en los fundamentos de la sentencia que ataca que se refieren a la reforma del art. 1117, al ámbito de aplicación de la responsabilidad, a su factor de atribución ni a la única eximente admitida que no ha sido probada. 

Es más cuando se relata el mentado accidente se cambian los hechos que han formado la plataforma fáctica de la traba de la litis, señalando que "el menor J. A., chocó con otro niño cayendo al piso y golpeándose". 

Tal descripción de la causa del daño no ha sido ni la invocada por la actora ni las dos versiones que la misma demandada apelante dio en su responde y que se han reseñado en la sentencia para señalar la contradicción existente en la contestación. 

Fuera de ello es de destacar que la propia apelante adhirió a la prueba documental proporcionada por la actora entre la que se encuentra la solicitud de indemnización a la Caja de Seguro de Vida que se encuentra firmada y llenada en parte por la autoridad escolar, y en la que la propia demandada ha consignado "el alumno R. M. hace una zancadilla a J. A. cayéndose". 

En cuanto a la imprevisibilidad del hecho que la recurrente funda en que el hecho no ocurrió en un juego o deporte organizado por los docentes sino durante un recreo y que la vigilancia de los mismos no puede ir más allá de lo razonable, ello tampoco es un argumento que pueda destruir por sí mismo la afirmación del juez de la causa en el sentido de que no se ha probado la existencia de la eximente del caso fortuito, o que pueda al menos considerarse una crítica adecuada de los fundamentos del fallo en el marco de la responsabilidad establecida en el nuevo art. 1117 del Código Civil. 

Es que en el caso no quedan dudas frente a la propia declaración documentada de la autoridad escolar que el daño sufrido por el menor se provocó por otro alumno que le hizo una zancadilla, logrando que se cayera y sufriera una fractura supracondilea desplazada (tal como surge de la prueba pericial, y de las historias clínicas remitidas a la causa). 

Ello basta para tener por probada la responsabilidad de la Escuela que no ha demostrado por ningún medio que tal accidente se haya debido a caso fortuito. En suma está probada la existencia de un menor dañador (sea en forma culposa o accidental) y un menor dañado dentro del ámbito escolar. 

Conforme a las constancias del expediente nada hace suponer que el hecho así descripto haya podido configurar el "casus" ni por su imprevisibilidad ni por su inevitabilidad. 

Es que en cualquier escuela donde se administre educación a varones de la edad del actor (7 años) es absolutamente previsible la posibilidad de accidentes de este tipo por la actitud impulsiva, la agresividad propia de los niños en crecimiento, y su normal torpeza. 

Siendo previsible es también evitable, toda vez que cuando estos juegos empiezan a desarrollarse en el recreo, la Escuela debe asegurarse de que concluyan en forma inmediata a fin de evitar daños y en todo caso, inducir y motivar a los alumnos a otros juegos que no sean peligrosos. 

Por ello es ajustada a derecho la condena a la guardiana y propietaria del establecimiento educativo por el accidente sufrido por el alumno, en tanto ocurrió dentro del colegio, mientras se realizaban juegos en el recreo, debiendo estar a cargo de su vigilancia personal escolar, por lo que el cuidado del estudiante y la vigilancia del agresor, se hallaba en cabeza del establecimiento q ue fracasó así en la tarea de control que sobre él pesaba. 

Es que como dice la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Mendoza, citando a Matilde Zavala, "Los niños deben ser amparados, inclusive ante las contingencias derivadas de sus propias travesuras, porque ignoran los peligros y poseen un sentimiento de alegre y desinteresada omnipotencia y desenfreno; no son accidentes, sino infortunios que pueden ser anticipados, y son sus guardadores adultos los encargados de fijar límites y de cuidar que no sean traspasados" (Zavala de González, Matilde, Daños causados o sufridos por alumnos, Foro de 51, 1999, pág. 89)" agregando más adelante una premisa-Córdoba, año X, n fundamental: "En suma, el régimen legal está fundado en la calidad del sujeto dañado: un niño que debemos proteger, precisamente, por el compromiso que el Estado argentino asumió al ratificar la Convención Internacional que consagra sus derechos (SCJ MZA. LS349 209). 

Por ello no basta con afirmar que los niños se comportaron inadecuadamente respecto al ámbito en el que se encontraban, toda vez que la Escuela juntamente con el deber de educar asume el deber de asegurar la integridad del menor; así, el factor de atribución que genera esta responsabilidad es objetivo por el riesgo que conllevan las actividades que involucran a conjuntos de personas y se incrementa por tratarse de infantes y adolescentes, los cuales por su desarrollo evolutivo, son propensos a la realización de actos potencialmente perjudiciales, los que como se dijo son más que previsibles, y por ende evitables. 

La apelante no ha realizado esfuerzo alguno ni para probar (simplemente adhirió a la prueba ofrecida por la actora) ni mucho menos para demostrar en esta instancia, cómo el razonamiento del Sr. Juez en la apreciación de los hechos y la prueba y en la aplicación del derecho, eran errados, limitándose a sostener generalidades vagas y alejadas del marco jurídico en el que debía expresarse la crítica adecuada. 

Mucho mayor aún es la falta de referencia concreta a los hechos de la causa y a la prueba producida en punto a los argumentos relacionados con los daños. Sólo se afirma que el menor no los ha padecido ni física ni moralmente (cuando en autos existen pruebas concretas referidas a los mismos). 

No se ha puntualizado porqué se estima que tales daños no existen o por qué razón no afectan la vida de relación ni la capacidad del menor ni sus justas susceptibilidades, refiriéndose a la prueba concreta producida en la causa, y lo que es peor pudiendo haberlo hecho. 

La Alzada no está exenta de respetar el principio dispositivo, y más aún está sujeta a los agravios concretos que puntualicen las partes que se consideran perjudicadas por la sentencia, no pudiendo suplir su ineficiente actividad, en aras de la justicia del caso. Si quienes se sienten agraviados no hacen el más mínimo esfuerzo por demostrar en qué aspectos ha equivocado su solución el sentenciante, señalando la prueba concreta a la que debió ajustarse, o el modo en que debió ser interpretada, el Tribunal de Apelaciones no puede sin extralimitar su función, realizar un trabajo de crítica oficioso en perjuicio de la parte contraria, entrando en el camino de la revisión de la solución total o parcial de un caso que ni siquiera puede considerarse abierto por un mínimo de crítica eficaz. 

A mayor abundamiento no puedo sino destacar que Fiscalía de Estado desistió del recurso señalando que, toda vez que se encontraba "debidamente fundado" el recurso de la demandada directa pretendía evitar un desgaste jurisdiccional inútil, lo que demuestra también la ausencia total de interés por criticar la sentencia en debida forma de parte de los órganos del Estado que debían intentar revertir su suerte en este proceso. 

Lo mismo ocurre con el agravio referido a los montos de condena, pues este Tribunal ha señalado en más de una oportunidad que "Si se limita a cuestionar el monto de condena sin expresar cuál es la medida del interés recursivo, indicando al menos aproximadamente a cuánto debería reducirse el mismo, o cuáles son los parámetros queel sentenciante debería haber utilizado para el cálculo de los rubros a los que genéricamente alude, exponiendo en forma clara y concreta el respaldo jurídico de tal posición, corresponde declarar desierta la queja, ya que el tribunal no puede manejarse a tientas. Dicho en otros términos, el recurso debe bastarse a sí mismo y concretar con claridad el interés y la medida de lo que se pretende." (LS093 - Fs.016). 

Es que la falta de aseveración de un monto adecuado para cada rubro indemnizable, aún en subsidio, es requisito indispensable para que el Tribunal revise lo decidido en la instancia anterior, y ello no puede ser suplido por una vaga referencia a que el menor se vería adecuadamente resarcido con la obtención de algún objeto de distracción o juego, puesto que ello en sí mismo no constituye un parámetro razonable ni tampoco jurídicamente aceptable siquiera para el rubro daño moral (pues aquí se ha pretendido con ello involucrar la crítica de todos los daños indemnizados en la sentencia). 

No se ha hecho referencia alguna a qué daños se entiende debieran resarcirse de ese modo, ni mucho menos cómo una bicicleta puede en el mejor de los casos configurar los parámetros fundamentales de la cuantificación que están establecidos en los arts. 505, 1068 y 1083 del Código Civil, al referirse a la reparación integral del daño. 

En conclusión, las manifestaciones vertidas en el escrito de expresión de agravios, configuran sólo disensos subjetivos sin respaldo fáctico ni jurídico, constituyendo una exposición retórica acerca de la posibilidad de interpretar los hechos de manera diversa a la efectuada por el a-quo, que no alcanzan a demostrar los posibles errores del sentenciante en la apreciación de las pruebas o en la interpretación jurídica del caso."Las razones expuestas en el memorial constituyen modalidades propias del debate dialéctico, mas no de la impugnación judicial mediante el recurso de apelación. La insuficiencia del recurso es, pues, marcadamente verificable y por tanto, inidóneo para el fin que se persigue con él, razón por lo cual, corresponde declarar la deserción del mismo (.cfr. LA84 - Fs.010) 

Sobre la primera cuestión los Dres. Staib y Colotto adhieren al voto que antecede. 

SOBRE LA SEGUNDA CUESTION LA DRA MASTRASCUSA DIJO: 

VI. Las costas de Alzada deben ser impuestas a la parte apelante por resultar vencida (art. 36 del C.P.C). 

Así voto. 

Sobre la misma cuestión los Dres. Staib y Colotto adhieren al voto que antecede. 

Con lo que terminó el acto, procediéndose a dictar la sentencia que a continuación se inserta : 

SENTENCIA: 

Mendoza, 7 de abril de 2011. 

Y VISTOS: 

El acuerdo que antecede, el Tribunal 

RESUELVE: 

I. Declarar desierto el recurso de apelación deducido a fs. 138 por la Dirección General de Escuelas contra la sentencia de fs.127/130. 

II. Imponer las costas de Alzada a la parte recurrente. 

III. Regular los honorarios de los Dres. Gabriela Padua, Federico Catanese, y Nelson Edgardo Elaskar en las sumas de PESOS . ($.); PESOS . ($.) y PESOS . ($ .), respectivamente y sin perjuicio de las regulaciones complementarias que puedan corresponder (arts.2,3,4,15 y 31 LA). 

Notifíquese y bajen. 

Dra. Graciela Mastrascusa. Juez de Cámara. 

Dr. Alberto Staib. Juez de Cámara. 

Dr. Gustavo Colotto. Juez de Cámara. 

Dra. Roxana Alamo. 


